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	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra el auto de fecha 19 de abril-07, por medio del cual se abstuvo de decretar la nulidad de lo actuado y la incompetencia del Juez para conocer de este asunto.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión de segunda instancia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el día dos (2) de Diciembre del año próximo pasado, fueron aprehendidos en el Aeropuerto Internacional Matecaña de esta capital los aquí comprometidos, en el instante en que intentaban ingresar al país la suma de 560.650.oo euros camuflados en su equipaje, envueltos en papel carbón y repartidos de la siguiente manera: en el de MARÍA FERNANDA la cantidad de 229.950 EU, y en la maleta de YEIMER la suma de 281.700 EU, dinero sobre el cual no supieron dar ninguna explicación acerca de su procedencia.
Los pasajeros indiciados habían manifestado en el formato de viajero y títulos representativos de dinero, que por rigor deben llenar los inmigrantes a este país, que no traían consigo divisas por más de diez mil dólares como lo establece la Resolución No 6 de 2004 expedida por la Junta Directiva del Banco de la República.

1.2.- A consecuencia de la aprehensión, la Fiscalía adelantó las audiencias preliminares de rigor, en el siguiente orden:
El día tres (3) de Diciembre de 2006, ante el Juez Quinto Penal Municipal con funciones de Control de Garantías:

· Legalización de la captura, la cual se consideró ajustada a derecho.

· Suspensión del poder adquisitivo de bienes -dinero incautado-, que fue decretada en atención a su ingreso ilegal al país, sin acceder a una devolución siquiera parcial de esos bienes.
· Imputación, por medio de la cual se les atribuyó como punibles infringidos: Lavado de Activos (artículo 323 C.P. modificado por el artículo 8º de la Ley 747 de 2002) y Circulación Ilegal de Moneda (artículo 277 C.P.). Esos cargos NO FUERON ACEPTADOS por los incriminados.
· Medida de Aseguramiento: en este instante, el señor Juez dijo proceder a “modificar o variar la calificación jurídica” efectuada por el ente Fiscal, al considerar que los requisitos para que se estructure la conducta de lavado de activos no se cumplen en virtud a que “no se ha demostrado con elementos materiales probatorios que el dinero incautado sea producto de una actividad ilícita-; razón por la cual, dice tomar en consideración únicamente el cargo que por Circulación Ilegal de Moneda se imputó a los indiciados. En esos términos, impuso medida de aseguramiento no privativa de la libertad (observar buena conducta y no abandonar el país), determinación ésta que fue apelada por la Fiscalía. Es de anotar, que con posterioridad la Fiscalía desistió de este recurso.
El día veintiséis (26) de Diciembre de 2006, ante el señor Juez Segundo Penal Municipal con funciones de Control de Garantías:

· Solicitud de prórroga del término para formular acusación, con fundamento en el artículo 158 de la Ley 906 de 2004, en virtud a que para esa fecha “se encontraba pendiente de desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión que modificó la imputación en la audiencia donde no se impuso medida de aseguramiento por lavado de activos y de ello dependía la competencia, pues podía ser de la Fiscalía Especializada o de la Fiscalía Seccional dependiendo del punible que jurídicamente se ajustara a los hechos”. La petición fue concedida por el señor Juez quien dispuso una extensión del término legal para acusar en otro tanto, esto es, en treinta (30) días más, sin que las partes interpusieran recurso alguno.
El día veintisiete (27) de Febrero de 2007, un nuevo Fiscal procedente de la capital de la República, concretamente el 22 de la Unidad Nacional contra el Lavado de Activos (UNCLA), ante la Juez Cuarta Penal Municipal con funciones de Control de Garantías:

· Solicitud de nulidad de la audiencia que resolvió la imposición de medida de aseguramiento de conformidad con el inciso 1º del artículo 457 C.P.P., en atención a que el señor Juez Quinto Penal Municipal con funciones de Garantías no impuso medida por uno de los extremos de la conducta punible y decidió “variar la adecuación típica” al estimar que sólo se presentaba el delito de Circulación Ilegal de Moneda (art. 277 C.P.), con lo cual violó el debido proceso. La petición no prosperó por cuanto la Juez estimó que no era la funcionaria competente para decretar nulidades y menos para revisar la actuación de otro Juez de similar categoría -Control-.
1.3.- En consideración a la no aceptación de la imputación, la actuación siguió su curso de conformidad con el procedimiento ordinario; en consecuencia, el día diecinueve (19) de Abril del año que transcurre, se llevó a cabo la Audiencia de Formulación de Acusación ante el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de este capital, diligencia durante la cual las partes debatieron acerca de:
· NO PRECISIÓN DE LA IMPUTACIÓN JURÍDICA: Se menciona en el escrito de acusación lo fáctico pero no lo jurídico, como es deber del ente Fiscal. La situación se entendió subsanada al haber aclarado el escrito el delegado Fiscal, en el sentido que el cargo concreto que se le hace a los comprometidos lo será por Lavado de Activos proveniente de enriquecimiento ilícito, bajo las modalidades de transportar y ocultar moneda extranjera.
· LOS TÉRMINOS PARA ACUSAR: hubo confrontación por el hecho de no haber llegado el escrito de acusación al Centro de Apoyo dentro del término de ley. La defensa presentó constancia secretarial en el sentido de no haber sido recibido para el día dos (02) de marzo el escrito de acusación, misma que fue rectificada por el Secretario de la Unidad de apoyo en el sentido de tratarse de un error porque el fax que envió la Fiscalía tiene en realidad a su respaldo recibido del dos (02) de marzo-07. El señor Juez concluyó que efectivamente el escrito sí había sido presentado a tiempo en el lugar de destino, aunque el secretario no tenía conocimiento claro al respecto y expidió una certificación errónea que posteriormente tuvo la entereza de corregir.
· VALIDEZ DEL FAX: se pretende por la defensa negar valor probatorio al escrito de acusación por haber sido enviado vía fax. El Juez considera que la defensa utiliza un argumento inatendible, habida consideración a que está exigiendo que ese escrito se trajera por el Fiscal de manera física, con lo cual se elimina la posibilidad de utilizar los adelantos de la tecnología que deben ir de la mano del nuevo procedimiento. Asegura que el fax ya es incluso un medio de comunicación “atávico” comparado con otros sistemas como el correo electrónico o el correo magnético, que también deben tener utilidad práctica en las actividades judiciales. No encontró el Juez por tanto violación a garantía fundamental alguna, ni razón para negar legalidad, validez o eficacia al escrito de acusación presentado en esas condiciones.
· IMPUTACIÓN y COMPETENCIA: Fue censurada la actividad realizada por el Juez de Control en cuanto varió la imputación hecha por la Fiscalía. El Juez de conocimiento sostuvo que dentro de las facultades del funcionario de Control no estaba la de definir cuál era la imputación que debía realizar el Fiscal, sino simplemente, si había lugar o no a la imposición de una medida de aseguramiento con fundamento en la clase de delito imputado y los elementos de convicción allegados a la actuación. Aquí está claro que la imputación se hizo por “Lavado de Activos” y “Circulación de Moneda” y se encuentra ratificada por la Fiscalía tanto en el escrito de acusación como en la aclaración de la misma. Hay por tanto un hilo conductor entre la imputación y la acusación y por eso no halla irregularidad alguna, pues será el ente acusador quien en últimas debe probar su teoría del caso y ese no es problema que atañe al Juez de Control, ni del Juez de conocimiento. Por eso mismo, al estar vigente el cargo por lavado de activos, se considera competente para adelantar el juicio.
· SORPRENDIMIENTO: Se asegura que la defensa ha sido sorprendida por cuanto se imputa ahora un Lavado de Activos que desechó el Juez de Control. El Juez de la causa concluye que no ha existido un tal sorprendimiento, puesto que la Fiscalía siempre ha sido clara en la existencia de un lavado de activos y esto viene sucediendo desde la captura; luego entonces, el hecho de que el Juez de Control tuviese un criterio diferente, no es motivo para desdibujar el cargo tal y como viene presentado por la autoridad encargada de acusar.
· AUDIENCIAS DIFERENTES: Se asegura, que por unos mismos hechos, la Fiscalía está haciendo dos peticiones simultáneas opuestas, de una parte una Acusación (por Lavado de Activos) y por otra una Preclusión (por Circulación Ilegal de Moneda), las cuales se pretenden hacer en audiencias independientes, situación que al decir de la defensa es contradictoria y viola el principio de concentración. Lo dicho tampoco es situación atendible para el señor Juez, habida consideración a que las dos audiencias se pueden realizar, a su juicio, de manera independiente, sin que esto viole en modo alguno el principio de concentración, pues se trata de determinaciones que aunque concatenadas son diferentes en sus efectos.
Por todo lo dicho, el Juez de la causa negó tanto la nulidad de lo actuado como la declaración de incompetencia que le fue solicitada por los defensores.

1.4.- Los apoderados judiciales de ambos acusados se mostraron inconformes con la determinación adoptada por el señor Juez Especializado, motivo por el cual recurrieron en apelación ante esta Corporación y es la razón para que los registros se encuentren en esta instancia a la espera de desatar la alzada. 
2.- El Debate

2.1.- Defensora de María Fernanda Angulo (recurrente)

- La Fiscalía presentó extemporáneamente el escrito de acusación, toda vez que dentro del término de treinta (30) días que le concede la ley para el efecto, se solicitó una prórroga y el Juez de Control accedió a ampliar ese plazo por un período igual, es decir, que se tenía hasta el día tres (3) de febrero-07 para cumplir con esa obligación. A pesar de ello, un nuevo Fiscal equivocadamente empezó a contar a partir de esa fecha otros treinta (30) días, lo que erradamente avaló el Juez de conocimiento no obstante significar que se trataba de “una estrategia de la Fiscalía”. No entiende cómo en una situación de estricta legalidad se puede pensar en la utilización de “estrategias”, cuando de por medio está el principio de lealtad y de esa manera se infringe el debido proceso que consagra el artículo 29 C.N.
- Se debe tener presente que esa petición de prórroga de términos no se hizo por “vencimiento de términos”, que es la única razón para poder utilizar el nuevo plazo; lo que ocurrió fue un “cambio de radicación” pues se designó a un nuevo Fiscal que vino de Bogotá y con ello se dio lugar a la ampliación del término de conformidad con el artículo 294 de la Ley 906 de 2004.

- Un seguimiento a la actuación enseña que el Juez de Control de Garantías se abstuvo de imponer medida de aseguramiento por el delito de Lavado de Activos en atención a no encontrar fundamento probatorio para ello, lo que se ratifica por el hecho de que la misma Fiscalía radicó una preclusión que posteriormente retiró sin ninguna explicación. No se entiende por tanto que ahora se insista en el mismo cargo sin material probatorio para darle soporte. A su juicio, fue totalmente válida la actuación del señor Juez de Control y por lo tanto debe respaldarse por parte del Tribunal. 
- Censura el que se haya presentado un escrito de acusación sin una relación probatoria diferente a la efectuada en la imputación; además, se trata de un escrito imperfecto, por no contener las exigencias que exige la ley, dado que no se hizo una relación sucinta de los hechos jurídicamente relevantes. Sólo se vino a hacer posteriormente por el clamor de la defensa y la orden del Juez en el sentido de aclarar su contenido dentro de la Audiencia de Acusación.
2.2.- Defensor de Yeimer Alexánder Gómez (recurrente)

- Considera que el escrito de acusación fue presentado en forma extemporánea, toda vez que el Secretario de la Oficina de Apoyo al Sistema le expidió una certificación con fecha 05 de marzo-07 en donde consta que para ese momento no aparecía en la carpeta escrito de acusación alguno, e incluso con llamada que se hizo previamente a la Fiscal del caso, quien manifestó que el asunto lo estaba tramitando un Fiscal de Bogotá. Muy a pesar de esa constancia, en forma extraña apareció posteriormente un fax contentivo de ese documento supuestamente recibido el día dos (02) de marzo-07. Esa forma de proceder la considera subrepticia y violatoria de la transparencia, lealtad y buena fe que debe reinar en las actuaciones administrativas, en el entendido que quien debe expedir ese tipo de certificados es el Secretario y no cualquiera otro subalterno como ocurrió en este caso. Por demás, no ve viable que el Secretario se pueda retractar posteriormente de su constancia para aclarar que se trató de un error. 
- De todas formas, estima que la importancia de este nuevo sistema consiste en que tanto las partes como el Juez deben recibir “en tiempo real” todas las actuaciones, pero aquí pasaron algunos días sin saberse del recibido de ese fax pues quedó “engavetado”. 

- El Juez de Control de Garantías dejó en claro que el delito por el cual se debían defender era el de Circulación Ilegal de Moneda y no el de Lavado de Activo, por lo cual, le sorprende que ahora el nuevo Fiscal haya acusado por éste último delito sin consideración a lo decidido por el Juez en la audiencia preliminar de medida de aseguramiento.

- La Fiscalía apeló de esa determinación pero posteriormente desistió del recurso, con lo cual, no entiende la razón para que proceda a esta nueva calificación, cuando incluso la propia Fiscalía ya había pedido la preclusión, misma que retiró sin razón alguna. De igual modo, el ente acusador quiso pedir la anulación de ese acto, pero tal solicitud le fue negada porque la Juez de Control se declaró incompetente para un pronunciamiento de esa naturaleza. De todo ello se concluye que el cargo por Lavado de Activos ya no procedía, debiéndose atenerse la Fiscalía únicamente al delito de Circulación Ilegal de Moneda. Así las cosas, tampoco el Juez que conoce de esta actuación es el competente para adelantar el juicio.
- Así como los defensores han sido leales con la Administración de Justicia, correlativamente exigen que la Fiscalía y la Judicatura lo sean, por cuanto aquí se ha utilizado como estrategia el cambio de Fiscal para traer uno de Bogotá, como si los de aquí no sirvieran. 
- En conclusión, por extemporaneidad en la presentación del escrito y por no ser consecuente la actual acusación y la asunción de la competencia por parte del Juez Especializado con la realidad procesal existente, solicita la revocación del auto proferido.
2.3.- Fiscal (no recurrente)

- Las cosas pueden no ser claras para la Defensa, pero para la Fiscalía todo esto está lejos de un acto desleal. Aquí no se ha dado por supuesto ninguna falsedad con miras a perjudicar a la contraparte y “enderezar el procedimiento” o cosa parecida. Sencillamente se ha cumplido con el deber, independientemente de si en el interior de la Oficina de Apoyo se obró adecuadamente; razón por la cual, puede asegurar que el escrito de acusación sí lo envió en la fecha mencionada (02 de marzo-07) y en consecuencia fue presentado a tiempo.
- La reasignación del caso por parte del Fiscal General de la Nación se produjo el día 31 de enero-07 y para el primero de febrero asumió el conocimiento de la actuación. Todo esto no tiene otro sustento diferente a la aplicación irrestricta del artículo 294 del nuevo estatuto.

- Reconoce que su escrito de acusación presenta una falla, en cuanto a la no precisión del tipo penal atribuido; empero, tuvo ocasión de subsanar el defecto dentro del acto de la respectiva audiencia, pues es aquí en donde “el escrito de acusación toma esplendor”.

- Piensa que la Fiscalía conserva el poder de acusar por el delito de Lavado de Activos, no obstante la posición errática del señor Juez de Control quien se apresuró a restar mérito al citado punible. Y así es por cuanto la audiencia de imputación “se cerró” sin que al respecto se hubiese presentado objeción alguna; el viraje del funcionario se presentó en un “arranque de originalidad” dentro de la audiencia de medida de aseguramiento, pues se atrevió a indicar que en adelante sólo se atendería lo referido al ilícito de Circulación Ilegal de Moneda. Con ello, veladamente orientó la acción penal y desbordó su competencia, puesto que es el ente Fiscal el único competente para hacerlo. Y precisamente por eso, se intentó una audiencia preliminar para anular lo efectuado por el Juez, pero no surtió el efecto deseado, no obstante, se quiso significar con ello que el deseo de la Fiscalía era obrar de frente a la contraparte y no sorprenderla procesalmente. No ve por parte alguna entonces que se haya asaltado en su buena fe a la defensa, pues siempre se ha sido leal en cuanto al querer de la Fiscalía en el caso concreto.
Por todo lo indicado, solicita la confirmación del proveído impugnado.
3.- La Decisión

Como se extracta del debate, los puntos jurídicos de confrontación son de variada índole pero todos apuntan a negarle validez tanto a una parte de la actuación preliminar como al propio acto de acusación. Para seguir un orden lógico de definición, la Corporación hará referencia a cada uno de esos tópicos en el siguiente orden de prioridad: (i) vencimiento del término para acusar; (ii) incompetencia del Juez y (iii) principio de concentración.

Le daremos primacía al análisis de los términos para acusar, por cuanto de prosperar esa pretensión se haría innecesario cualquier pronunciamiento por los restantes factores, habida consideración a que el vencimiento de esos términos acarrea como sanción la imperiosa preclusión de la acción penal.
La discusión gira en torno a si la Fiscalía transgredió o no transgredió los límites temporales para presentar formal acusación, al haberse demorado noventa (90) días a partir del siguiente a aquel en que se realizó la Audiencia de Imputación, para presentar el escrito de acusación en el Centro de Apoyo al Sistema Acusatorio. 
Para arribar a esta primera afirmación, las partes discutieron previamente cuál había sido realmente la fecha de presentación de ese escrito, toda vez que a uno de los defensores el Secretario de la citada oficina le certificó que para el día cinco (5) Marzo-07 aún no se había radicado el escrito de acusación, en tanto, al expediente se adjuntó un fax de ese documento en donde aparece consignada como fecha de recibido por uno de los empleados de esa misma dependencia, el dos (2) del citado mes a las 4:00 p.m.. Para zanjar de una vez esa diferencia, el Tribunal encuentra claro que la inconsistencia tiene su razón de ser en un error de apreciación por falta de información en el interior de la citada Unidad, debidamente reconocida por el Secretario y que deja en claro que el escrito de acusación si se presentó el citado dos (2) de Marzo. Corroborados los documentos por esta Sala de Decisión, se encuentra que efectivamente existe el reporte del fax en donde consta que en verdad éste fue remitido precisamente en la fecha anunciada a las 15:45 horas. 
Ocurrió a todas luces un descuido censurable en los términos en que lo hace el profesional de la defensa, que sin duda genera suspicacia, pero sin que se tengan elementos de juicio serios para asegurar que se obró de mala fe y se introdujo el documento en forma subrepticia para burlar los términos en perjuicio de la parte contraria, carga que por supuesto corresponde al defensor por la presunción de veracidad y buena fe que ampara este tipo de diligencias, en particular la constancia aclaratoria que el propio Secretario elaboró con posterioridad y que tanto el señor Juez como este Tribunal hemos verificado y estamos obligados a acoger por ausencia de prueba en contrario. 
Superado lo dicho, y definido que en realidad el escrito de acusación se radicó dentro de los noventa (90) días calendarios, lo que corresponde ahora es definir si de esa forma se sobrepasaron los plazos máximos establecidos por el legislador para cumplir con ese cometido. Al efecto, comenzará la Sala por transcribir las disposiciones que regulan la materia, que son básicamente dos, el artículo 175 y el artículo 294 de la Ley 906 de 2004, del siguiente tenor:
ART. 175.— Duración de los procedimientos. El término de que dispone la fiscalía para formular la acusación, solicitar la preclusión o aplicar el principio de oportunidad, no podrá exceder de treinta (30) días contados desde el día siguiente a la formulación de la imputación […].

ART. 294.— Vencimiento del término. Vencido el término previsto […] el fiscal deberá solicitar la preclusión o formular la acusación ante el juez de conocimiento. De no hacerlo, perderá competencia para seguir actuando de lo cual informará inmediatamente a su respectivo superior. 
En este evento el superior designará un nuevo fiscal quien deberá adoptar la decisión que corresponda en el término de treinta (30) días, contados a partir del momento en que se le asigne el caso. Vencido el plazo, si la situación permanece sin definición el imputado quedará en libertad inmediata, y la defensa o el Ministerio Público solicitarán la preclusión al juez de conocimiento.

El vencimiento de los términos señalados será causal de mala conducta. El superior dará aviso inmediato a la autoridad penal y disciplinaria competente.

Los dispositivos transcritos no dejan margen de entendimiento diferente a que una acusación se debe presentar, en condiciones normales, dentro de un término de treinta (30) días contados a partir del siguiente a la realización de la audiencia de imputación; esto, cuando quien la pretende presentar es el mismo funcionario que ha tenido a su cargo los actos de investigación. Si ello no ha sido posible, como se entiende ocurrió en el caso que nos concita, sólo por excepción se autoriza una prórroga automática por otros treinta (30) días, bajo la condición de ser un Fiscal diferente quien asuma el control de la actuación por sobrevenir causal de impedimento para el anterior funcionario. Aquí corresponde entender, que esa secuencia se interrumpe durante los términos administrativos necesarios para la designación del nuevo Fiscal, a quien le comenzará a correr el nuevo período desde el día en que se le asigna el caso por medio de la respectiva resolución. 
Fue pródigo el legislador en cuanto a ofrecer una regulación detallada y muy específica en lo referente al plazo que se concede a la Fiscalía para cumplir con ese deber constitucional. Esta singular forma de proceder, propia de su poder de configuración, hace pensar que el espíritu y sentido de las disposiciones que se transcriben chocan con cualquier intención de ampliar esos términos más allá de lo expresamente estipulado, entre otras razones, porque la fuerza impositiva es de tal magnitud, que incluso prevé severas sanciones para quienes las infrinjan, como no se contemplan en ninguna otra disposición de similar naturaleza.
La razón por la cual la Fiscalía se atrevió en esta ocasión a sobrepasar incluso los sesenta (60) días que se han indicado como tope superior infranqueable, es bien concreta, no otra que el hecho de haber solicitado la primera Fiscal instructora una audiencia especial de “prórroga del término para acusar” ante un Juez de Control de Garantías, autoridad judicial que avaló su petición con fundamento en el artículo 158 del mismo estatuto que prescribe: “Prórroga y restitución de términos. Los términos previstos por la ley, o en su defecto fijados por el juez, no son prorrogables. Sin embargo, de manera excepcional y con la debida justificación, cuando el fiscal, el acusado o su defensor lo soliciten para lograr una mejor preparación del caso, el juez podrá acceder a la petición siempre que no exceda el doble del término prorrogado”.
Como vemos, está servida la polémica en torno a si ese proceder del Juez al ampliar o complementar esos primeros treinta (30) días, en otro tanto, para autorizar así sesenta (60) días y a partir de entonces empezar a descontar los restantes treinta (30) que consagra el inciso segundo del ya citado artículo 294 idem; es decir, que con ese proceder dio lugar a que los términos para acusar se dilataran a un total de noventa (90) días, estuvo o no estuvo ajustado a derecho.
El Tribunal dirá, como creemos no puede ser de otra manera, que la decisión tomada no respetó los imperativos legales y se desfasó, no tanto o no sólo en abstracto -aplicación del derecho-, sino en concreto frente a las particularidades del caso que se juzga. Explicamos:
Mírese que si permitimos la adición judicial de los primeros treinta (30) días que se tienen para acusar, como fue lo ocurrido en este caso, se llegaría al absurdo que también los segundos treinta (30) días podrían ser complementados hasta en otro tanto, pues se trata de un término independiente que corre por cuenta de otro Fiscal; así entonces, el plazo máximo ya no serían los sesenta (60) establecidos por el legislador, sino ciento veinte (120), con lo cual, se desbordaría de una manera exorbitante la facultad reglada que posee la Fiscalía para acusar, pedir preclusión o dar aplicación al principio de oportunidad.
Lo anterior no significa, de ninguna manera, que el Tribunal desconozca que los términos anunciados en la nueva codificación son ciertamente asfixiantes, agobiantes para un Fiscal que pretenda depurar in extenso toda la averiguación, pues en verdad existen actuaciones particulares que deberían permitir una mayor amplitud. Tal vez por ello, en la reforma que se avecina y que cursa en el Congreso, se tiene en consideración esta particular situación y se avizora un cambio en esta materia orientado a extender el susodicho plazo y hacerlo más ajustado a nuestra realidad. Entre tanto, mientras ello ocurre, este estrado judicial debe ajustarse a lo que se encuentra vigente.
Adentrándonos ahora sí en el caso concreto, tenemos que el sustento de la determinación adoptada por el Juez de Control, tuvo su fuente en una alegada excepcionalidad por causa justa, no otra que el hecho de encontrarse en trámite una apelación contra la decisión de otro Juez de Control por medio de la cual le había variado, supuestamente, la imputación a la Fiscalía al dejar a un lado uno de los extremos delictivos, cuando dijo que lo que procedía no era un concurso entre Lavado de Activos y Circulación ilegal de moneda, sino sólo éste último, con lo cual, a criterio de la Fiscal solicitante, había quedado “en el limbo” cuál era el Juez competente ante quien se debía presentar la acusación. 
Para el Tribunal esa dificultad era solo aparente, no real, por la contundente razón que el Juez de Garantías en momento alguno varió la imputación, y no podía hacerlo, no sólo porque implicaría de suyo una especie de preclusión oficiosa para lo cual está totalmente imposibilitado, sino también y sobretodo porque ya la audiencia de imputación se había superado y era tema inabordable, en lo cual coincidimos plenamente con lo sostenido tanto por la Fiscalía como por el Juez de la causa. Es que, recordemos, la intervención del Juez se hizo en la audiencia de imposición de medida de aseguramiento y para ese instante lo único que procedía era imponer medida de aseguramiento por los dos o por alguno de los delitos imputados en concurso, o abstenerse de hacerlo, no existían más opciones para este específico momento procesal.
Siendo así, lo que corresponde entender es que lo que en realidad hizo el operador judicial no fue otra cosa que abstenerse de imponer medida de aseguramiento intramural por la conducta de Lavado de Activos y en cambio ordenó una medida no privativa de la libertad por la Circulación Ilegal de Moneda. De ese modo, si la Fiscalía desistió del recurso de apelación interpuesto contra esta controvertida decisión del Juez de Garantías, el resultado es sencillamente que el delito de Lavado de Activos se quedó sin medida de aseguramiento, pero que así sea no impide en modo alguno que se pueda proceder a formular una acusación formal por este específico cargo
. 
La Sala no entrará a definir si al Juez de Control le asistió razón cuando dijo que los hechos aquí investigados eran indicativos de una Circulación Ilegal de Moneda y no de un Lavado de Activo, en abierta oposición a lo que a esta altura procesal sostiene la Fiscalía, porque no es tema objeto de este recurso y su dilucidación corresponde a un momento procesal posterior; sin embargo, eso no es óbice para asegurar que de todas formas el Juez cumplió el rol funcional que le correspondía en atención a su sano entendimiento, es decir, imponer o no imponer medida de aseguramiento según tuviera clara la existencia o inexistencia de prueba suficiente, sin que el ejercicio de la labor encomendada pueda ser utilizada como sustento de una anulación.
De todas formas, téngase en cuenta que al decir del artículo 448 de la Ley 906 de 2004: “El acusado no podrá ser declarado culpable por hechos que no consten en la acusación, ni por delitos por los cuales no se ha solicitado condena”, lo que traduce que un defecto en la imputación jurídica de carácter sustancial, lleva aparejada como cara sanción para el Fiscal, un fallo de carácter absolutorio.
Ahora, no obstante que como se viene de sostener una ampliación o prórroga del término para acusar por orden judicial es refractaria al querer del legislador, eso tampoco nos lleva a concluir fatalmente que el plazo para acusar se superó y que lo único que aquí procede es la preclusión. Y no puede ser así por una sencilla razón: las partes interesadas convalidaron lo actuado con su silencio, o mejor, con su omisión de interponer los recursos ordinarios que contra esa determinación procedían.

Si se observa bien, para el instante en que el Juez de Garantías tomó la decisión de autorizar la singular prórroga, estaban presentes los apoderados de los aquí comprometidos, quienes al final no se opusieron mediante la interposición de los recursos, con lo cual, lo definido adquirió firmeza y los términos se extendieron con la aquiescencia de todos los intervinientes en el acto. No puede decirse ahora, que ya no se comparte esa extensión por ser contraria a la ley, si en el momento oportuno los defensores de turno se mostraron conformes con lo decidido.

En otras palabras, se ha convertido en terreno vedado porque recuérdese que la no interposición de recursos contra la decisión judicial adversa, torna incluso improcedente la protección de los derechos fundamentales por vía de tutela, aún en tratándose de las denominadas vías de hecho –hoy matizadas con los criterios de procedibilidad-
, con mayor razón ahora cuando estamos en presencia de un procedimiento con tendencia adversarial. Lo pertinente de la jurisprudencia enseña: 
En forma reiterada, la Corte ha sostenido que la acción de tutela es IMPROCEDENTE cuando, con ella, se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo (...) Nótese que de ser viable la acción de tutela en estas circunstancias, ésta no se limitaría a decidir el aspecto constitucional de la controversia -la violación del derecho constitucional fundamental-, sino, además, todos los restantes aspectos de pura legalidad, excediéndose el ámbito que la constitución le ha reservado (...) De ser así, con el fácil argumento de que un determinado pronunciamiento judicial constituye una vía de hecho, podría obviarse la aplicación del entero ordenamiento procesal ordinario. Por otra parte, el hecho de que los ciudadanos cuenten con la garantía constitucional de su derecho fundamental al debido proceso (C.P., art.29) no es óbice para que el ordenamiento exija a sus titulares el cumplimiento de una serie de cargas mínimas (contestación de la demanda, interposición de recursos, etc.) que tienden al logro de la transparencia, la rapidez y la eficacia procesales y que, por ende, persiguen, también, garantizar el anotado derecho fundamental. El incumplimiento de esas cargas procesales no podría ser suplido mediante la utilización indiscriminada de la acción de tutela, a riesgo de vulnerar los valores de justicia y equidad en los que se asienta la Constitución Política”.
 (énfasis de la Sala).

Concluimos hasta aquí, que aunque se superaron los términos legalmente establecidos para presentar el escrito de acusación, no hay lugar a una declaración de ilegalidad para restablecer el debido proceso, por la conformidad tácita de la parte contraria con la decisión judicial adoptada en su momento; igualmente, que en realidad no se presentó ningún cambio en la imputación, sino más bien, la desestimación probatoria de uno de los punibles -lavado de activos- para sustentar una medida de aseguramiento intramural.
Con lo anterior, fácilmente se colige que al subsistir el cargo de Lavado de Activos por la persistencia del Fiscal, el Juez competente para conocer de este asunto no es otro diferente que el Único Penal del Circuito Especializado de esta capital y así se declarará, razón de más para descartar la posibilidad de una anulación.

Otro de los postulados contenidos en el recurso, se refiere a lo incompleto del escrito de acusación presentado, en el sentido de contener sólo la imputación fáctica pero no la imputación jurídica. Es innegable que le asiste razón a la defensa en cuanto a que se trata de una omisión indebida del Fiscal. No obstante, también es claro que de esa situación se apersonó el Juez de conocimiento, quien instó al ente acusador a dilucidar el punto y en ese cometido introdujo en el acto de audiencia de acusación la aclaración pertinente en orden a indicar que la imputación jurídica lo sería por el delito de Lavado de Activos. En esos términos, esta Sala se ve precisada a indicar que ese escrito de acusación hace causa común con la Audiencia respectiva, pues uno y otra son partes de un acto complejo y por lo mismo complementarios. Se entiende así subsanada la irregularidad oportunamente advertida, sin dar lugar a una declaración invalidante. 
En cuanto hace con el tema del principio de concentración, puesto en duda por la defensa al haberse separado las audiencias de acusación -para el delito de Lavado de Activos- y de preclusión -para la Circulación Ilegal de Moneda-, esta Corporación estima que si bien no se afecta dada la consecutividad con la que fueron programadas ambas audiencias, también es claro que de hacerlas en forma simultánea y dentro de un mismo acto público, podría ser aún más práctico. De todas formas, queda el Juez de conocimiento facultado para disponer lo que estime más conveniente en aras de garantizar la continuidad requerida. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), CONFIRMA la decisión objeto de recurso.
Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

         
 LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Recordemos que de conformidad con el artículo 177 de la Ley 906 de 2004, la apelación del auto que resuelve sobre la imposición de una medida de aseguramiento se concede en el efecto devolutivo y por lo mismo no se suspende el cumplimiento de la decisión apelada ni el curso de la actuación


� Corte Constitucional, Sentencia T-102 del 16-02-2006 M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� Corte Constitucional, Sentencia T-83, marzo 17 de 1998, M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.
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